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PRESENTACIÓN  

 

En Colombia los estudios sobre el tema de la congestión de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo han venido en aumento, pues este asunto ha sido objeto 

de análisis en la Constitución Política en su artículo 256, por parte del Consejo 

Superior de la Judicatura, organismo que tiene a su cargo, llevar el control de 

rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales, es tan trascendental el 

tema que se han expedido continuamente las medidas de descongestión, relativas a 

cargos y creación de Despachos Judiciales con el único fin de que ayuden a evacuar 

expedientes. 

 

Inicialmente se tomó como medida de  carácter provisional; sin embargo, se ha 

convertido en permanente, ante el grave problema que aqueja a esta jurisdicción. 

 

Sin embargo, la Conciliación como requisito de procedibilidad, fue concebida con 

el fin de que antes de  demandar se pudiese llegar a un acuerdo entre las partes y de 

esta manera, ese conflicto no llegaría ante los jueces administrativos, empero las 

estadísticas de los últimos tres años de obligatoriedad de la medida han demostrado 

resultados insuficientes.  

 

 

 



 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Este artículo de reflexión se propone estudiar la eficacia de la conciliación como 

requisito de procedibilidad en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para la 

interposición del medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho, sin 

referirnos a los demás medios de control (reparación directa y controversias 

contractuales), frente a los cuales también está establecido como requisito de 

procedibilidad   

 

Bajo este marco se pretende determinar si este Mecanismo Alternativo de Solución 

de Conflictos ha disminuido los índices de congestión judicial, trayendo beneficios a 

los ciudadanos, o si por el contrario, sus resultados han sido insuficientes, 

incrementando el número de trámites que debe agotar una persona para acceder a la 

Administración de Justicia. 

 

La importancia de la Conciliación en la Jurisdicción Contenciosa, cobra relevancia 

ya que desde hace unos años se viene posicionando como uno de los instrumentos 

que con más fuerza se utiliza para descongestionar los despachos judiciales y, 

adicionalmente, como una alternativa para solucionar pacíficamente los conflictos; 

sin embargo, en los últimos años no se han obtenido los resultados esperados, 

circunstancia que permite plantear un cuestionamiento respecto de su aplicación. 

 

Para analizar esta situación jurídica el artículo ha sido dividido en cuatro capítulos 

más las conclusiones. 



 

 

 

 

En el primer capítulo se pretende establecer los alcances y efectos jurídicos de la 

conciliación como requisito de procedibilidad. 

 

En el segundo capítulo se analizan las clases de conciliación usadas en la 

jurisdicción contencioso administrativo. 

 

El capítulo tres está encaminado a determinar la efectividad de la conciliación como 

medida de descongestión y como limitación al acceso a la administración de justicia. 

 

Por último el capítulo cuatro se propone evaluar la cantidad de solicitudes de 

conciliación ante la Procuraduría General de la Nación en la ciudad de Bogotá entre 

el 2009 y el 2013. 

 

De otro lado como objetivo general de esta investigación se ha propuesto establecer 

la eficacia de la conciliación como requisito de procedibilidad para la interposición 

del medio de control nulidad y restablecimiento del derecho, como mecanismo para 

descongestionar los despachos judiciales. 

 

A su vez como objetivo especifico he planteado establecer los alcances y efectos 

jurídicos de la conciliación como requisito de procedibilidad para demandar el acto 

administrativo de carácter particular, en el Decreto 01de 1984 y la ley 1437 de 

2011, analizar las clases de conciliación usadas en la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa como mecanismo alternativo de solución de conflictos, determinar 



 

 

 

la efectividad de este mecanismo como medida de descongestión,  y como 

limitación al acceso a la administración de justicia y por último evaluar el número 

de solicitudes de conciliación elevadas ante la Procuraduría General de la Nación en 

la ciudad de Bogotá, D.C., entre el 2009 y el 2013. 

 

La justificación de este trabajo encuentra asidero en determinar la efectividad de la 

conciliación, como requisito de procedibilidad, es de importancia para la propia 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa, para quienes actúan de una u otra forma en 

la Administración de Justicia y, por supuesto, para quienes ponen en movimiento el 

aparato judicial, ya que es vital conocer si esta figura está arrojando los resultados 

esperados, o si por el contrario, se convierte en un obstáculo más que impide la 

celeridad en este tipo de procesos. 

 

Asimismo, interesa al mundo jurídico las estadísticas que muestran el impacto de una 

medida que pasó de ser voluntaria a obligatoria, mostrando los resultados a nivel de 

estadísticas. 

 

De igual forma el problema implica establecer si en la actualidad se está 

cumpliendo el objetivo principal de la Conciliación como Mecanismo Alternativo 

de Solución de Conflicto y  cuáles  han sido los planteamientos o propuestas del 

Gobierno Nacional, para solucionar el problema de congestión que soporta la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en Colombia. 

 



 

 

 

Implica la efectividad de la figura desde la creación de los juzgados administrativos, 

establecer si su llegada a la jurisdicción, se dio como medida necesaria para cumplir 

los cometidos de la administración de justicia, teniendo en cuenta que su nacimiento 

llegó como solución a la dificultad de congestión que venían padeciendo los 

tribunales administrativos, motivo por el cual éstos despachos, desde su origen 

enfrentan una carga laboral considerable, situación que ha generado que tanto el 

Gobierno Nacional como el mismo Consejo Superior de la Judicatura busquen 

alternativas que permitan la pronta y oportuna administración de justicia como 

derecho de los colombianos. 

 

La Conciliación como requisito de procedibilidad para demandar los actos 

administrativos de carácter particular, se define como una de esas medidas que se 

adoptaron como solución al problema de acumulación de expedientes en los 

despachos judiciales de la jurisdicción contencioso administrativa, pues es claro que 

lo que se pretende con esta figura es propiciar que la mayoría de controversias se 

solucionen en el escenario de la conciliación y de esta manera disminuir el número 

de casos que ingresan a la justicia contencioso administrativa, logrando así 

disminuir los índices de congestión judicial. 

 

Ahora bien, es conveniente reflexionar si ¿la conciliación como ésta medida de 

descongestión esta cumpliendo su cometido?, si ¿en realidad los juzgados 

administrativos han visto disminuido el número de demandas en contra de actos 

administrativos de carácter particular, que deben tramitar? o como consecuencia de 

la conciliación se ha reducido el número de expedientes que llegan allí, en razón a 



 

 

 

que el actor agotando el requisito de procedibilidad impuesto por la ley culmina su 

accionar en un acuerdo voluntario con la entidad demandada o si por el contrario, 

este requisito se convierte en una verdadera pérdida de tiempo, antes de evidenciar 

una posibilidad real de ver materializado su derecho. 

CAPÍTULO I 

CONCILIACIÓN COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 

 

En lo relativo a la conciliación prejudicial obligatoria como presupuesto procesal; 

para demandar el acto administrativo de carácter particular se entiende como un 

requisito mínimo indispensable para que la demanda, sea atendible por el juez y le 

impongan a éste la obligación, de iniciar el proceso. 

 

Lo anterior, sugiere que se distinguen varias clases de presupuestos procesales 

aquellos  previos al proceso, que a su vez se subdividen en presupuestos procesales 

de la acción, que son los requisitos necesarios para que se pueda ejercitar la acción 

válidamente; y presupuestos procesales de la demanda, que son los necesarios para 

que se inicie el proceso o relación jurídica procesal y que el juez debe examinar antes 

de admitir la demanda. 

 

Por tanto, la ausencia del requisito de procedibilidad dará lugar al rechazo de plano 

de la demanda. 

 

1.1. DE LA EFECTIVIDAD DE LA CONCILIACION EN MATERIA 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA  



 

 

 

 

El propósito de la Conciliación es claro: propiciar que la mayoría de controversias se 

solucionen en el escenario de la conciliación y de esta manera minimizar el número 

de casos que ingresan a la justicia contenciosa administrativa, disminuyendo los 

índices de congestión judicial.  

1. PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION, PROCURADURIA 

DELEGADA ANTE EL CONSEJO DE ESTADO,  

Sin embargo, las estadísticas demuestran que durante los últimos años de la medida, 

ésta ha resultado poco útil a la luz de su finalidad. En efecto, las solicitudes de 

conciliación ante la Procuraduría (que promediaban las 7.553 entre 2007 y 2008), se 

dispararon un 806% en 2009 (ascendiendo a 60.925 solicitudes), pero no se registra 

una variación significativa en el número de acuerdos conciliatorios logrados. La cifra 

asciende de 2.565 acuerdos en 2008 a 2.855 en 2009, un incremento de tan solo 

11,3%, que contrasta con la enorme variación porcentual de solicitudes. 

(Conciliaciones Extrajudiciales En Materia Contencioso Administrativa, Corporación 

Excelencia a la Justicia, falta autor, 2010). 

Es evidente que la administración de justicia colombiana no cuenta ni con los 

medios, suficientes, para descongestionar sus despachos judiciales, ni con el número 

de operadores, ni con la infraestructura necesaria para evacuar la actual demanda del 

servicio, esto es una situación grave, las demoras y la falta de impulso procesal de los 

expedientes son situaciones cotidianas que se presentan día tras día en los Juzgados 

colombianos. 

 

http://www.cej.org.co/publicaciones/justiciometros/2447-conciliaciones-extrajudiciales-en-materia-contencioso-administrativa


 

 

 

Tenemos ahora que la conciliación tanto judicial como extrajudicial es uno de esos 

medios que cada día cobra más vigencia para intentar descongestionar la justicia 

especialmente la justicia administrativa por lo cual se hace necesario estudiar y 

analizar este instrumento y de esta manera, encontrar las posibles alternativas que 

ayuden a solucionar los problemas que aquejan la administración de justicia. 

  

Este mecanismo alternativo para la solución de conflictos fue concebido con el fin de 

crear una cultura diferente entre los colombianos, acostumbrados a demandar por 

cualquier motivo, pero además con el objetivo de descongestionar los despachos 

judiciales, haciendo más eficiente nuestra administración de justicia, he ahí que, de 

acuerdo con la Ley 640 de 2001, para poder acudir a la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, es necesario como requisito de procedibilidad, intentar la conciliación 

extrajudicial 

 

1.2 AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 

Durante la audiencia de conciliación, se pretende que las partes, guiadas por el 

tercero neutral y calificado denominado conciliador, logren un acuerdo que ponga fin 

al conflicto que las convoca. 

 

Ésta se desarrolla en varias etapas, las cuales constituyen una efectiva metodología 

que permite, en primer lugar, aclarar el conflicto y posteriormente proponer fórmulas 

de acuerdo a partir de las cuales se termine la audiencia, con el cumplimiento del 

objetivo planteado -acuerdo conciliatorio. 

 



 

 

 

1.2.1  ETAPAS DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 

Etapa de apertura 

Al iniciarse la conciliación, debe lograrse ambientar y disponer todo lo necesario 

para que las partes logren un acuerdo. Esta es función del conciliador, quien es el 

encargado de informar a las partes sobre el trámite, sus efectos, duración, pero lo más 

importante, los beneficios de esta forma de justicia, los cuales -al quedar bien 

planteados- llevará a las partes a tener ánimo conciliatorio. 

 

Etapa de identificación del conflicto 

En ésta, las partes, guiadas por el conciliador, deberán delimitar en forma clara el 

conflicto que las convoca; éste será el objeto a resolver, y sobre él se construirán las 

posibles fórmulas conciliatorias. 

 

Etapa de negociación 

Durante ella, las partes propondrán las distintas fórmulas de acuerdo, atenderán las 

propuestas por el conciliador y, finalmente, intentarán buscar de común acuerdo una 

que resuelva el conflicto; dicha fórmula, al nacer de su voluntad, debe dejarlas 

satisfechas en cuanto a sus intereses se refiere. Las fórmulas propuestas, y la 

finalmente adoptada, deben tener plena congruencia con el conflicto identificado, de 

tal suerte que no se resulte resolviendo conflictos diferentes; igual requisito debe 

cumplirse respecto de las pretensiones de la convocatoria, por lo que no puede 

solicitarse conciliación con unas pretensiones, y hacer propuestas de negociaciones 

que sustancialmente sean diferentes. 



 

 

 

 

Al igual que en el mundo comercial, cuando negocio tengo la intención de resolver 

algo, obteniendo una utilidad. Ello, como se dijo, está limitado, ya que una de las 

partes es una entidad estatal. 

 

Etapa de cierre 

En la etapa de cierre deberá consolidarse el acuerdo parcial o total, redactando el acta 

de conciliación, en la que se incluirán todos y cada uno de los compromisos 

asumidos por las partes. 

 

1.2.2 COMITÉ DE CONCILIACIÓN 

 

El artículo 75 de la Ley 446 de 1998 dispone que:  

 

 “Las entidades y organismos de derecho público del orden nacional, 

departamental, distrital y de los municipios capital de departamento y los 

entes descentralizados de estos mismos niveles, deberán integrar un 

comité de conciliación, conformado por los funcionarios del nivel 

directivo que se designen y cumplirá las funciones que se le 

señalen..(Falta autor. 1998) 

 

 “Las entidades de derecho público de los demás órdenes tendrán la 

misma facultad”. Este artículo fue reglamentado por el Decreto 1214 de 



 

 

 

2000, que a su vez fue modificado por el Decreto 2097 de 2002. En él se 

define al Comité de Conciliación como 

 

“Una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y 

formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa 

de los intereses de la entidad.” (Falta autor. 2002) 

 

“Igualmente, decidirá en cada caso específico sobre la procedencia de la 

conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, 

con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales 

y de control vigentes”. Falta autor. 2002) 

 

El Comité de Conciliación estará conformado por el Jefe de los entes de que trata el 

artículo 75 de la Ley 446 o su delegado, el ordenador del gasto, o quien haga sus 

veces, el Jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la 

defensa de los intereses litigiosos de la entidad en el Departamento  

Administrativo de la Presidencia de la República concurrirá el Secretario Jurídico o 

su delegado, y dos (2) funcionarios de dirección o de confianza que se designen 

conforme a la estructura orgánica de cada ente. 

 

Dicho Comité tendrá como funciones principales, para el objeto de lo que aquí se 

estudia, fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de 

arreglo directo, tales como la transacción y la conciliación; determinar la procedencia 

o improcedencia de la conciliación y señalar la posición institucional que fije los 



 

 

 

parámetros dentro de los cuales el representante legal o el apoderado actuará en las 

audiencias de conciliación. 

 

Las decisiones adoptadas por el Comité de Conciliación serán de obligatorio 

cumplimiento por parte de los apoderados de cada entidad. 

 

1.2.3 APROBACIÒN DE LA CONCILIACIÓN POR PARTE EL JUEZ  

 

El auto del juez administrativo o de la sala, sección o subsección de un tribunal 

administrativo o del Consejo de Estado que se pronuncia sobre el acuerdo 

conciliatorio, puede ser en dos sentidos: aprobando o improbando dicho acuerdo. 

Sobre este auto se pueden hacer las siguientes precisiones: las competencias 

judiciales quedaron distribuidas de modo que las acciones susceptibles de 

conciliación prejudicial voluntaria, en general, se tramitan en dos instancias, así: de 

juez hacia tribunal y de éste hacia el Consejo de Estado.  

 

Las partes pueden interponer el recurso de apelación, sólo contra el auto 

improbatorio de la conciliación. Así lo dispone el artículo 65 A de la Ley 23 de 1991.  

CAPÍTULO II 

CLASES DE CONCILIACIÓN 

 

2.1. CONCILIACIÓN PREJUDICIAL  



 

 

 

El artículo 62 del Decreto 1818 de 1998 (correspondiente al artículo 80 de la Ley 446 

de 1998 que modifica el artículo 60 de la Ley 23 de 1991) establece que antes de 

incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo, las partes individuales o conjuntamente podrán 

formular solicitud de conciliación prejudicial, al agente del Ministerio Público 

asignado al juez o corporación que fuere competente para conocer de aquéllas. 

 

La solicitud se acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la 

entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las 

pretensiones.  

2.1.1 CONCILIACIÓN JUDICIAL 

 

Esta clase de conciliación se realiza ante el juez contencioso administrativo. En 

efecto, el artículo 43 de la Ley 640 de 2001 dispone que las partes de común acuerdo 

podrán solicitar la celebración de la audiencia de conciliación en cualquier etapa de 

los procesos. Además, el juez, de oficio, podrá citar a audiencia. 

 

En la respectiva audiencia de conciliación el juez deberá acercar a las partes para que 

concilien sus diferencias; en caso de no lograrse, propondrá alguna fórmula que 

estime justa sin que ello signifique prejuzgamiento. El no cumplir con este deber 

constituirá una falta disciplinaria que deberá ser sancionada de acuerdo con el 

respectivo régimen.  

 



 

 

 

En caso de que las partes lleguen a un acuerdo conciliatorio el juez lo aprobará, 

siempre y cuando lo encuentre conforme al ordenamiento jurídico, mediante su 

suscripción en el acta de conciliación. 

 

Si la conciliación es total, el juez dictará auto declarando terminado el proceso, en 

caso contrario, el proceso continuará respecto de la parte no conciliada. 

 

Por su parte el artículo 66 del decreto 1818 de 1998 (correspondiente al artículo 104 

de la ley 446 de 1998) establece que la audiencia de conciliación judicial podrá ser 

solicitada por cualquiera de las partes y se celebrará una vez vencido el término 

probatorio. Sin embargo, las partes de común acuerdo podrán solicitarle al juez su 

celebración en cualquier estado del proceso. 

 

En segunda instancia la audiencia de conciliación podrá ser promovida por 

cualquiera de las partes con el fin de que el juez convoque a una audiencia de 

conciliación antes de que se profiera fallo. 

 

2.1.2 CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Es función del Comité de Conciliación determinar en cada caso específico sobre la 

procedencia o improcedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de 

solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, 

procedimentales y de control vigentes (Decreto 1214 de 2000 artículos 1º, 2º y 5º).  

 



 

 

 

A la luz de lo dispuesto en los artículos 65, 70 y 71 de la Ley 446 de 1998 se 

conceptúa que el asunto es susceptible de conciliación.  Ley 446 de 1998, Artículo 

70: Asuntos Susceptibles de Conciliación: El artículo 59 de la Ley 23 de 1991, 

quedará así: “Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 

judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes 

legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y 

contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 

y 87 del Código Contencioso Administrativo.  

 

El artículo 42 A de la ley 270 de 1996 adicionado por el artículo 13 de la ley 1285 de 

2009 dispuso: “Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-

administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones 

previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las 

normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación 

extrajudicial.” 

 

Es necesario tener en cuenta que el artículo 71 de la Ley 446 de 1998, (Incorporado 

en el Estatuto de los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, artículo 

57) define que: “El artículo 62 de la Ley 23 de 1991, quedará así:  

 

"Artículo 62. Cuando medie Acto Administrativo de carácter particular, podrá 

conciliarse sobre los efectos económicos del mismo si se da alguna de las causales 

del artículo 69 del Código Contencioso Administrativo, evento en el cual, una vez 



 

 

 

aprobada la conciliación, se entenderá revocado el acto y sustituido por el acuerdo 

logrado."  

 

Del mismo modo el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo dispone: 

 

Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  

 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 

constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales.  

 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y 

cuando no se encuentre expresamente prohibida.  

 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 

ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.  

 

(…) 

 

Es decir, nuestra legislación permite la conciliación sobre contratos estatales en 

cuanto a las condenas económicas que de ellos se deriven. 

 



 

 

 

CAPÌTULO III 

LOS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD COMO LIMITACIONES 

AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.   

 

En términos generales, los requisitos de procedibilidad han sido considerados como 

“limitaciones que, obedeciendo a determinadas finalidades superiores, la ley impone 

para el ejercicio de las acciones judiciales, de suerte que solamente en cuanto se 

acrediten los respectivos supuestos será jurídicamente viable acceder a la 

Administración de Justicia.”. ( Fajardo,M.2006)  

  

De tal manera que, cuando se habla de requisitos de procedibilidad, se trata de 

intervenciones del legislador, limitativas del Derecho Constitucional Fundamental de 

Acceso a la Administración de Justicia, consagrado en el artículo 229 de la 

Constitución Política, es decir, del establecimiento de presupuestos procesales para el 

ejercicio del Derecho de Acción. ( Betancur,C. 2009) 

  

La jurisprudencia constitucional ha puesto de presente que la función pública de 

administrar justicia “puede ser concebida desde este enfoque como la contrapartida 

del derecho constitucional del libre acceso a la jurisdicción, en virtud del cual las 

personas tienen derecho a ser parte en un proceso promoviendo la actividad 

jurisdiccional que desemboque en una decisión judicial sobre las pretensiones que se 

le formulen.”( Corte Constitucional, Sentencia C-983.  2001) 

  

Respecto de la validez de tales limitaciones y de su consagración exclusivamente 

atribuida al legislador –no a la Administración ni al juez-, la Corte Constitucional ha 



 

 

 

señalado que “es perfectamente posible que el legislador, al introducir requisitos de 

procedibilidad de las acciones judiciales, persiga fines constitucionalmente legítimos: 

evitar la litigiosidad superflua, limitar el conocimiento de ciertas acciones, por su 

importancia institucional, a ciertas autoridades judiciales, velar por la seriedad de las 

demandas ciudadanas para proteger el correcto funcionamiento del aparato judicial, 

favorecer la solución alternativa de conflictos, como en el caso de la conciliación 

prejudicial, etc.”. (Corte Constitucional, Sentencia C-569 de 2004)  

CAPÌTULO VI 

 

EFECTIVIDAD DE LA CONCILIACIÓN COMO MEDIDA DE 

DESCONGESTIÓN  

4.1 SOLICITUDES DE CONCILIACIÓN ELEVADAS ANTE LA 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN EN LA CIUDAD DE 

BOGOTÁ, D.C., ENTRE EL 2009 Y EL 2013.  

El uso de Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC) ha sido visto 

como una herramienta útil para que los usuarios de justicia logren una solución más 

oportuna a sus controversias, en la que los arreglos surgidos de la voluntad de las 

partes resulte determinante de la fórmula de arreglo que se acuerde.  

En materia contencioso administrativa, dicho mecanismo resultaba voluntario. Es 

decir, una vez agotada la vía gubernativa, el ciudadano decidía si acudía o no a la 

conciliación con la entidad estatal involucrada antes de someter el asunto al 

conocimiento del juez contencioso administrativo. 



 

 

 

Sin embargo, en el año 2009 con la expedición de la ley 1285 (reformatoria de la ley 

estatutaria de la administración de justicia), se estableció que la conciliación 

constituye requisito de procedibilidad para la interposición del medio de control 

nulidad y restablecimiento del derecho. Esto quiere decir que en caso de que no haya 

intentado llevar a cabo una conciliación ante la Procuraduría (entidad facultada para 

fungir como conciliador en este tipo de causas), el ciudadano no podrá interponer la 

demanda contra la entidad estatal. 

El propósito de la medida es claro: propiciar que la mayoría de controversias se 

solucionen en el escenario de la conciliación y de esta manera minimizar el número 

de casos que ingresan a la justicia contencioso administrativa, pretendiendo así 

disminuir los índices de congestión judicial. Sin embargo, las estadísticas demuestran 

que durante el primer año de implementación de la medida, ésta ha resultado poco 

útil a la luz de su propósito. En efecto, las solicitudes de conciliación ante la 

Procuraduría (que promediaban las 7.553 entre 2007 y 2008), se dispararon un 806% 

en 2009 (ascendiendo a 60.925 solicitudes), pero no se registra una variación 

significativa en el número de acuerdos conciliatorios logrados. La cifra asciende de 

2.565 acuerdos en 2008 a 2.855 en 2009, un incremento de tan solo 11,3%, que 

contrasta con la enorme variación porcentual de solicitudes. 

En suma, los resultados de la conciliación como requisito de procedibilidad en 

materia contencioso administrativa, en su primer año, han sido insuficientes. A lo 

anterior cabe agregar que se debe tener en cuenta que en virtud del artículo 73 de la 

ley 446 de 1998, todo acuerdo conciliatorio debe ser sometido a revisión del juez 

contencioso administrativo competente para que éste lo apruebe o impruebe, lo que 

en todo caso constituye un ingreso adicional a los despachos judiciales. De manera 



 

 

 

que, de aumentarse los casos en los que se logren conciliaciones entre las partes, 

también aumentan los ingresos a la justicia administrativa para revisar los mismos. 

Pese a esta situación, se destaca que en el último año se incrementó el ahorro 

patrimonial para el Estado (entendido como la diferencia entre las pretensiones 

iniciales de quien solicita la conciliación y la cuantía que resulta acordada), por 

virtud de las conciliaciones logradas. La cifra varió de un ahorro de poco más de 

$82.700 millones en 2008, a $199.773 millones en 2009, configurando un 

incremento del 141,5%. 

En conclusión, si bien se ha registrado un resultado favorable en materia de ahorro 

patrimonial para el Estado durante el último año –el cual no obstante se aminora con 

la necesidad que surgió de incrementar la planta de personal de la Procuraduría, para 

poder atender el elevado número de solicitudes de conciliaciones–, la conciliación 

como requisito de procedibilidad aún no ha mostrado un resultado favorable en 

términos de descongestión, a lo cual se suma que establecer la obligatoriedad de este 

mecanismo incrementa el número de procedimientos que debe agotar el ciudadano 

antes de acceder a la jurisdicción.  



 

CONCLUSIONES 

 

La conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos es un 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, que constituye, a la vez, por 

mandato legal, requisito de procedibilidad para el ejercicio del medio de control 

artículos 85, del CPCA. 

El requisito de procedibilidad relacionado con la conciliación prejudicial, como 

presupuesto procesal que es, debe verificarse antes de la presentación de la respectiva 

demandada para el ejercicio del medio de control nulidad y restablecimiento del 

derecho, y, puesto que por disposición expresa dela Ley 1285, en sus artículos 13 y 

28, y dado el carácter procesal de la norma respectiva, tal requisito entró a regir a 

partir de la respectiva  promulgación, se tiene que respecto de las demandas 

instauradas con posterioridad al 22 de enero de 2009, dicho requisito resulta 

jurídicamente exigible, sin que el legislador haya previsto régimen de transición 

alguno para su aplicación. 

 

Se concluye que los requisitos de procedibilidad si bien es cierto son limitaciones al 

Derecho Constitucional Fundamental de Acceso a la Administración de Justicia, 

impuestas –exclusivamente- por el legislador para perseguir determinados fines que 

deben encontrarse justificados y relacionados con el interés general y que, de otra 

parte, la consagración la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad 

para acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en ejercicio de las 

acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87, resulta totalmente válida desde la 

perspectiva constitucional, tal como lo determinó la Corte Constitucional mediante 



- 25 - 

 

providencia que constituye Cosa Juzgada Constitucional en los términos del artículo 

243 de la Carta Política..  
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